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INTRODUCCION:
Haremos un repaso a las implicaciones que concitó para los derechos el movimiento iusnaturalista racionalista, pasando a su posterior positivación, especialmente a la producida en el siglo XVIII, es decir a los modelos de derechos inglés, norteamericano y francés. Con sus semejanzas y  diferencias, comparten la consideración de la importancia de unos derechos naturales e individuales que le pertenecen al hombre por su condición de ser humano.
Capítulo I
Los derechos humanos como expresión del iusnaturalismo racionalista
Sin lugar a dudas la búsqueda del origen de los derechos humanos se convierte en una tarea de suma complejidad, pues habría que indagar en los inicios mismos del pensamiento occidental, pretensión que iría más allá del objeto de estudio del presente libro. No obstante arrancaremos desde la modernidad, puesto que, es a partir de ahí que podemos hablar propiamente de los derechos, debido a que si bien las nociones de dignidad humana, libertad e igualdad eran esgrimidas por autores como Platón, Aristóteles o Santo Tomás, estas no se unificaban bajo dicho concepto (1)
Si partimos mencionando el carácter moderno de los derechos humanos debemos diferenciarlos de las antiguas libertades jurídicas, que eran consideradas como una suerte de posición, relacionada con la pertenencia a un gremio o corporación, siendo otorgados excepcionalmente a unos sujetos de modo individual, pero no como derechos sino como privilegios, así su validez era particular. Por eso, podemos sostener que su aparición tiene como sustento ideológico el pensamiento de los siglos XVII y XVIII de impronta iusnaturalista racional, que remplaza la visión teológica medieval a partir de la idea de la dignidad humana, así como en la razón del individuo, elemento esencialmente caracterizador de personas libres, e iguales, que participan en el establecimiento de unos acuerdos, de ahí precisamente su carácter natural y preestatal.
Para algunos teóricos, los derechos humanos se presentan como un concepto histórico —posición a la que nos adherimos—, por cuanto son producto de una serie de variables sociales, económicas, culturales y políticas que aparecen en un determinado período de la historia. Así, para Antonio E. Pérez Luño: “Los derechos humanos suelen venir entendidos como un conjunto de facultades e instituciones que, en cada momento histórico, concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional e internacional.” 
A continuación identificaremos algunos elementos de la posición iusnaturalista racionalista, que como lo sostuvimos sirve de fundamento teórico filosófico de aquellos.
Los derechos humanos como expresión del iusnaturalismo racionalista
1.1. ¿En qué consistió el iusnaturalismo racionalista?
Se puede comprender al iusnaturalismo racionalista como aquel movimiento filosófico, que concibió al derecho natural basado en la razón, modelo que se aparta del inicial derecho natural de origen divino, el cual tuvo en el pensamiento de San Agustín, Santo Tomás, Suárez y Vitoria con la Escuela escolástica española a sus principales precursores. Ahora bien, ¿cuál fue el aporte de dicho movimiento a los derechos? Consideramos básicamente los que sirvieron como inspiración teórica abstracta para los movimientos revolucionarios que incorporaron dichos ideales en documentos escritos conocidos como Declaraciones o Cartas de derechos.
Así tenemos como algunos elementos que nos permiten identificar al derecho natural racionalista, aquellos que contribuyeron de modo decisivo al tránsito hacia la modernidad, por su carácter secularizante, lo que implicó que podamos hablar de un derecho natural secularizado, de modo que la naturaleza humana será a partir de este instante su fundamento ético, y con ello, el hecho de la validez universal: la razón humana. En consecuencia, el nuevo derecho natural sería aceptado por todos los hombres sin que importe, por tanto, sus creencias religiosas, es decir, la independencia de la razón humana de una razón teologizante. De ahí que de ese grado de autonomía obtenido por la razón humana, se llegará al reconocimiento de una autonomía individual, que redundará finalmente en el señalamiento de la existencia de unos derechos naturales innatos a los hombres.
A. Los derechos humanos como derechos naturales
Siguiendo a Pablo Badillo O’Farrell, diremos que ha sido un criterio compartido por largo tiempo, el considerar a los derechos humanos como continuadores de los derechos naturales, con independencia de compartir o no las tesis del iusnaturalismo en sentido estricto. Lo dicho a grandes trazos conlleva la noción teórica de considerar como antepasado de los derechos humanos a los derechos naturales. Así, entre las fundamentaciones iusnaturalistas de los derechos humanos, dos son sus grandes pilares: por un lado tenemos la distinción entre derecho natural y derecho positivo, y, por el otro, la superioridad del primero sobre el segundo. De tal suerte que partiendo de que el derecho natural implica un ordenamiento universal que se deduce de la propia naturaleza humana, se deriva de ahí, por tanto, la existencia de derechos naturales, por lo que su fundamentación se encuentra en el derecho natural y no en el derecho positivo, siendo además esos mismos derechos anteriores y superiores al derecho positivo, y con ello poseedores de un carácter inalienable.
La tradición iusnaturalista que considera la existencia de unos derechos previos al aparecimiento del Estado y del Derecho. Es sin duda, que con el advenimiento del iusnaturalismo racionalista de los siglos XVII y XVIII, el momento originario en que aparece el concepto de derechos humanos comprendido como derechos naturales, se marca el paso de una teoría del derecho natural abstracta a una teoría de los derechos naturales en concreto, que desembocaría en las declaraciones de derechos del siglo XVIII, planteamientos sobre los que volveremos más adelante cuando tratemos los modelos inglés, norteamericano y francés de derechos.
1.2. La positivación de los derechos humanos, o la incorporación de los derechos humanos a los distintos ordenamientos jurídicos (un repaso histórico)
La positivación de los derechos naturales implicó un gran avance de los documentos del siglo XVIII, podemos decir que una vez que los derechos humanos se positivizan, adquieren la categoría de verdaderos derechos protegidos procesalmente, convirtiéndose en tal virtud en derechos fundamentales de un ordenamiento jurídico. La positivación tiene tal trascendencia que modifica el carácter de los derechos humanos prepositivos, puesto que, permite la modificación de criterios morales en auténticos derechos subjetivos. Badillo O’Farrell resalta la importancia de la eficacia de los derechos, al sostener que hay que acercarse a estos con la perspectiva de una determinada política, es decir, como un conjunto determinado de normas conducentes a la protección y a la defensa efectiva de los derechos de las personas frente a posibles arbitrariedades de los diferentes poderes que existen en la sociedad, principalmente los públicos.
A. La tradición inglesa
Según Peces-Barba, la tradición inglesa se describe como una suerte de lucha histórica, que confronta los derechos del Parlamento y del common law en su búsqueda de limitar el poder del rey, por medio del viejo derecho inglés, es decir, frente a las pretensiones de varios monarcas por instaurar un régimen absolutista, se produjo la resistencia del Parlamento y de los jueces. Es a través de la disputa como se fue edificando la supremacía de la Institución Legislativa y del common law, que aparecen como los pilares sobre los que se asienta el sistema político inglés. Para el autor el modelo británico es producto de la evolución, es decir, se moldea en la experiencia histórica, de tal suerte que parte de la limitación al poder, y con ello no es consecuencia de las construcciones racionales abstractas, de modo que a la usanza inglesa, existe una suerte de continuidad evolutiva desde la Carta magna del siglo XIII, hasta los textos del siglo XVII.
Podemos decir que de los varios documentos medievales en los que el rey reconoce limitaciones de sus facultades, en beneficio de las libertades de ciertos grupos de la sociedad, se destaca la Carta magna de 1215 suscrita entre el rey Juan sin Tierra, los clérigos y la nobleza inglesa. La Carta en cuestión contenía 63 artículos, destacándose principalmente el artículo 39, que establecía que ningún hombre libre podría ser arrestado, detenido en prisión, o desposeído de sus bienes, proscrito o desterrado, o molestado de alguna manera, sin que medie un juicio previo, constituyéndose en un principio que influenció decisivamente en los posteriores instrumentos declarativos ingleses, por lo que se le ha otorgado una importancia trascendental en el desarrollo de las libertades, y con ello, mostrándose como una luz en el sendero de la positivación de los derechos humanos, no obstante no se debe perder de vista que se trataba de una Carta que consagraba privilegios estamentales únicamente a las élites de aquella sociedad feudal.
Más adelante, esos mismos privilegios estamentales fueron adecuados a la realidad inglesa del siglo XVII; ya no se trataba de privilegios otorgados por la pertenencia a un estamento en específico, sino que llegaban a todos los ingleses por su condición de personas, lo que demuestra la relación de los derechos fundamentales con el origen de la sociedad burguesa, al respecto el constitucionalista alemán Schneider describe esa transformación histórica: “Junto a esta secularización del derecho natural se consumó una transformación de las libertades estamentales, tal como estaban recogidas en la Carta Magna de (1215), en derechos individuales a la seguridad personal y a la independencia, que el poder del Estado, encarnado por los respectivos señores territoriales, tenía que respetar.”
Ahora bien, la Petition of Right de 1628 aparece como el documento por medio del cual el Parlamento le hizo conocer al rey de las violaciones que este había cometido en contra de los derechos de los ingleses, solicitándole por tanto, que reparase las infracciones jurídicas cometidas, y pidiendo además, el compromiso real de no volver a cometer tales violaciones en el futuro, así la Petition tuvo un carácter contractual y confirmador de derechos, derechos que básicamente garantizaban la prohibición de que el rey pudiera establecer impuestos sin que medie el beneplácito del Parlamento, así como se prohibía los préstamos al rey cuando estos no sean voluntarios por parte de los súbditos. Por otro lado, se garantiza que ningún hombre libre sea arrestado, encarcelado u obstaculizado en el ejercicio de sus libertades, ni desterrado sin juicio previo, que deberá observar las normas del debido proceso.
Casi cincuenta años después, aparece el Habeas Corpus Act de 1679, que tenía como fin el precautelar la libertad de movilización de los ingleses. 
Finalmente en 1689 arribamos al Bill of Rights, instrumento jurídico promulgado por el Parlamento y sancionado por Guillermo de Orange, declaración que cierra el ciclo de documentos ingleses de positivación de derechos que arrancó en 1215. Así una acertada descripción del Bill of Rights nos viene de Carl Schmitt, quien siguiendo a Gneist sostuvo: La Declaración de Derechos de 1688 (Bill of Rights) es, por la forma, una fijación contractual entre el Príncipe de Orange al trono por el Parlamento inglés, y este Parlamento. Pero el Parlamento aparece aquí como el representante de la unidad política de Inglaterra. La Declaración contiene 13 preceptos contra el abuso del poder real, la no suspensión de leyes por el rey, el no empleo de la prerrogativa real para el levantamiento de imposiciones financieras, el derecho de petición de los súbditos, el no mantenimiento de ejército sin asentimiento del Parlamento, el derecho de los súbditos protestantes a llevar armas, la libre elección de los miembros del Parlamento, la libertad de discusión y discurso en el Parlamento. Se debe recordar que el Bill of Rights fue consecuencia de la Glorious Revolution, relevante episodio político que viene a consolidar el proceso de positivación de los derechos, al que subyace toda esa carga histórica que considera la existencia de unos derechos naturales inherentes a los ciudadanos ingleses.
B. La tradición norteamericana
Corresponde ahora el análisis de la experiencia norteamericana, que significa un avance sustancial respecto de la teoría de derechos fundamentales a través de conceptos como supremacía e inviolabilidad. Así tenemos que: “El mérito de la transformación de los derechos legales de libertad en derechos fundamentales sancionados constitucionalmente corresponde más bien a las colonias inglesas en Norteamérica”.
De esa manera, se pasó de la protección básicamente legal de los derechos individuales por parte de los británicos, a una protección de base constitucional hecha por los norteamericanos, pero ¿existe alguna otra diferencia en el tratamiento de los derechos, que vaya más allá de la regulación legal otorgada en Inglaterra frente a la constitucional de Norteamérica?, más aún cuando los habitantes de esta última se sentían Englishmen, es decir, herederos orgullosos de un legado histórico-constitucional que había ofrecido aportaciones de enorme valor a la causa de los derechos y libertades. Es así como el significado de los acontecimientos que sobrevienen en Norteamérica pueden ser entendidos como una suerte de continuidad de los antiguos derechos de los ingleses, es decir, la lucha por parte de los colonos americanos —que se consideraban súbditos de la Corona británica— se llevaba adelante con el objetivo de preservar sus libertades, siendo precisamente esta consideración la que los llevaría a sostener, en primera instancia, su negativa frente a la grabación impositiva por parte de la monarquía inglesa apelando a los preceptos de la Ancient Constitution.
La pertenencia de las colonias norteamericanas al common law —de acuerdo con Grimm— no provocaba un sentimiento de falta de libertad en los colonos, sino más bien de satisfacción, de superioridad frente a la Europa feudal y estamental, ya que “América (basada, desde luego, en una economía esclavista) poseía un orden social más cercano a las metas burguesas más que el de cualquier país europeo, incluida Inglaterra.” No debemos olvidar que en aquel contexto histórico Inglaterra se mostraba como un país clave en el tránsito hacia un sistema capitalista burgués y era precisamente contra la cual Norteamérica se enfrentaba por obtener su independencia, esto hace que el movimiento jurídico político que se produce en el siglo XVIII dé como resultado, en palabras de Javier Pérez Royo: […] a que el constitucionalismo de los Estados Unidos no tenga que superar los obstáculos, los residuos del modo de producción anterior y de su forma de organización política, que tanto peso tuvieron en la génesis y evolución del constitucionalismo europeo. […] y que por ello que los problemas que se plantean de entrada y los peligros a los que la organización constitucional ha de hacer frente sean los problemas de una sociedad moderna, capitalista […]
El proceso de profundas transformaciones operado en los Estados Unidos del siglo XVIII, trajo consigo un importantísimo impulso en la positivación de los derechos, compuesto principalmente por los documentos que surgen en las colonias.
A decir de Rafael de Asís Roig y Francisco Javier Ansuátegui, este proceso puede ser dividido en cuatro etapas. La primera, correspondiente a la época de formación de las colonias y a sus incipientes formulaciones en relación con los derechos.
La segunda etapa, coetánea con el proceso de independencia, cuando se produce una evolución en el tratamiento de los derechos naturales y en los asuntos atinentes a la organización política. En tanto que la tercera etapa va de la mano con la aparición de la Constitución de los Estados Unidos y sus diez primeras enmiendas, en donde se produce una suerte de consolidación de los derechos en Norteamérica. Finalmente, y como cuarta etapa del modelo, tiene lugar en los siglos XIX y XX, por medio en gran medida del desarrollo jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia.
En lo que sigue nos referiremos a la segunda etapa antes mencionada; circunscribiremos el análisis a los acontecimientos relacionados con la Declaración de Independencia de 1776, documento que nos interesa resaltar porque plasma el ideario iusnaturalista de los derechos, con ello, sostendremos que más allá de las diferencias de cada proceso a los dos lados del océano —que más adelante serán desarrolladas—, ambos comparten el impulso modernizador, propio de una sociedad secularizada cargada de una visión antropocéntrica, que se fundaba en valores como la dignidad humana, la igualdad y la libertad.
Así pues, la lucha por la independencia de la metrópoli por parte de las colonias tuvo esencialmente su origen en la imposición de los impuestos al timbre y al té por parte del Parlamento inglés, de ahí que los colonos inconformes con dichos impuestos impugnarán ante el rey su malestar alegando los rights of Englishmen, que eran válidos al otro lado del Atlántico, esto es, el principio de igualdad y el principio No taxation without representation, reclamo al que la Corona británica respondió señalando el principio de la soberanía del Parlamento, y con ello la representación virtual de los colonos por los diputados de la metrópoli, por eso los cobros —impuestos— eran tenidos por voluntarios, ya que eran adoptados por sus representantes conformes a derecho.
De modo que los colonos tuvieron que abandonar la defensa de sus libertades de conformidad al antiguo derecho inglés, y adoptar, por tanto, una justificación que tome su inspiración en los derechos naturales, de tal suerte que pudieran sostener que los impuestos venidos de Inglaterra se constituían en cargas ilegítimas, ya que no fueron adoptados por un Parlamento en donde se hallaren sus legítimos representantes: los diputados elegidos por los colonos. Por eso se puede distinguir una diferencia clave entre el common law inglés y la posición de los colonos, ya que, si bien en los primeros se estableció el principio político de la soberanía parlamentaria —resultado de la Gloriosa de 1689— y con ello el papel de esta corporación como defensora de los derechos individuales, en Norteamérica se percibió la acción del Parlamento como una amenaza a los derechos fundamentales, por ello, los derechos se ubicaron por encima de aquel, dando como resultado su categorización de fundamentales para el orden político.
a) La Declaración de Virginia y la Declaración de Independencia de 1776
El año 1776 se convirtió en un año clave en los acontecimientos políticos de Norteamérica, en junio se adopta la Virginia Declaration of Rights que, a decir de Dippel, comporta una importancia singular por haber establecido un catálogo completo de caracteres esenciales del moderno constitucionalismo, como son, la soberanía del pueblo, una Constitución fundada en principios universales, derechos humanos, gobierno limitado, la supremacía constitucional, la separación de poderes, el gobierno representativo, la responsabilidad del gobierno y con ello la rendición de cuentas, la independencia  judicial, y la potestad del pueblo para reformar su propio gobierno. La Declaración de Virginia, aun cuando toma como referencia el Bill of Rights inglés de 1689, introduce un nuevo lenguaje al sostener: “Declaración de Derechos hecha por los representantes del buen pueblo de Virginia, reunido en convención plena y libre, como derechos que pertenecen a ellos y a su posteridad como base y fundamento de su gobierno”, así se presentaba como una auténtica declaración de derechos y no como un documento personal que declaraba derechos, por tanto se declaraban libertades que le pertenecían al pueblo y a sus futuras generaciones, y no se trataba de derechos propios de las asambleas o de los parlamentos, actuando por tanto aquellos contenidos “como base y fundamento del gobierno”. De lo anotado podemos colegir la importancia que tuvo la Declaración de Virginia en el proceso de positivación de los derechos humanos, puesto que, en esta se sentaron los principios fundamentales sobre los que se edifica el constitucionalismo moderno, tomando como sustento al ideal iusnatural racionalista, al hacer alusión al carácter natural de los derechos inherentes a los individuos por su condición de personas, y con ello, la idea de que los derechos tienen una existencia preestatal. Esto implica que no pueden ser negados posteriormente por ningún congreso o corporación, poniendo por tanto énfasis en la pertenencia del poder al pueblo, o sea este y sus derechos como el fundamento del gobierno.
Seguidamente, en la sesión de 2 de julio el segundo Congreso continental aprobó la proposición de R.H. Lee que actuaba en nombre de Virginia, por medio de la cual las colonias se asumían como libres e independientes. De tal suerte que el Congreso el día 4 de julio aprueba la Declaration of Independence que hace conocer al mundo la separación de Norteamérica de la metrópoli, documento que viene a ratificar formalmente un acto ya ejecutado. Así la declaración de Independencia de los Estados Unidos tiene notable interés, puesto que “es la primera vez que la legitimidad jurídico-política racionalista hace entrada total y franca en la Historia”, de ahí que sea a partir de dicho documento, que se supera el modelo historicista inglés de los derechos, para caminar por una senda de libertades naturales, abstractas e inalienables, es decir, el tránsito del common law a los derechos naturales de los individuos.
El documento en cuestión marca como sabemos la ruptura y establece por tanto, la separación entre las colonias norteamericanas con Inglaterra. Se destacan como antecedentes teóricos de la Declaración los escritos de Locke —de gran influencia en el pensamiento de Thomas Jefferson— y Paine principalmente, y se ha sostenido también que la misma se apoya en tres principios: la representación parlamentaria, los derechos naturales y las posiciones pactistas. Así, el primero de los principios citados hace alusión a la necesidad del gobierno legítimo, es decir, los gobernantes como representantes que gozan del beneplácito de la voluntad popular; en tanto que el segundo se refiere a la idea de la existencia de unos derechos inherentes y propios a la condición de hombre y, finalmente, el pacto social que describe el origen político de la sociedad, que puede ser roto cuando se cometen arbitrariedades por parte del poder en contra de los derechos individuales.
Como ejemplo de lo sostenido aparecen las líneas iniciales de la Declaración que expresan: “Cuando, en el curso de los acontecimientos humanos, se hace necesario para un pueblo disolver los vínculos políticos que lo han ligado a otro y tomar entre las naciones de la tierra el puesto, separado e igual, a que las leyes de la naturaleza y del Dios de esa naturaleza, le dan derecho, un justo respeto al juicio de la humanidad le obliga a declarar las causas que lo impulsan a la separación.” Expresiones que según Fioravanti se encuentran cargadas por “las doctrinas de los derechos naturales individuales y del contrato social”, las cuales eran ajenas hace poco tiempo en esas latitudes geográficas, debido a su ascendiente historicista inglés.
 Se constituirá un sistema jurídico que estribe sobre unos derechos innegables, como la igualdad de todos los hombres “que todos los hombres han sido creados iguales”, premisa esencial de los derechos humanos — aunque no debemos olvidar que los Estados Unidos, en ese entonces se trataba de una sociedad esclavista—, o el señalamiento de unos derechos inalienables, la vida, la libertad, la búsqueda de la felicidad otorgados por el Creador, de ahí la importancia que cobró la Declaración no solo para los estadounidenses, sino para el mundo entero.
C. La tradición francesa
El proceso revolucionario francés del siglo XVIII, que dio por terminado el Ancien Régime, ha pasado a la posteridad por la enorme influencia mundial que produjo en la organización política jurídica conocida hasta entonces en Europa. Como sabemos es posterior con unos pocos años al proceso independentista norteamericano, aunque como ya se ha dicho una cosa fue conquistar la libertad respecto de la metrópoli, y otra distinta, el echar abajo todo un sistema político conocido como el absolutismo.
Con independencia de las diferencias existentes entre las dos tradiciones jurídicas, nos interesa destacar preferentemente en este trabajo las semejanzas que comparten el modelo francés, con el estadounidense y el inglés, como ejemplo de lo dicho, nos referiremos a ese magnífico instrumento que legó a la humanidad una visión racionalista, naturalista y humanista de los derechos humanos, estamos hablando de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, la cual fue tan trascendente que Kant sostuvo que: “un hecho semejante en la historia de la humanidad ya no se olvida, pues se ha descubierto en la naturaleza humana una disposición y capacidad para el bien, que ningún político hubiera podido deducir”. Pues bien, el modelo de derechos francés parte de una visión que fusiona la perspectiva individualista y contractualista de un lado, y la estatalista por el otro, es decir que en la Declaración convergen la tradición individualista, o sea aquella posición que considera la existencia de unos derechos inmanentes y propios a la calidad de individuo, y una estatalista, esto es, la que considera que es la ley con sus características de generalidad y abstracción como condición esencial, que permite la existencia de los derechos y libertades individuales, de tal modo que podemos sostener que en el sistema francés se deja por fuera a la tradición historicista que caracterizó al modelo inglés y al norteamericano en menor medida —no olvidar que estamos frente a un fenómeno que sin excluir la posición historicista de la metrópoli, incorporó además las tesis del contractualismo de estirpe natural racionalista— y esto se debe principalmente a que las condiciones de las que tuvo que partir la Francia del siglo XVIII fueron totalmente distintas, así por ejemplo, en el caso inglés lo que se hizo fue el invocar el restablecimiento de los antiguos derechos individuales de la larga tradición británica, esto es, desde la Carta de Juan sin Tierra, del mismo modo, lo que hicieron los estadounidenses fue luchar por el respeto y la prevalencia de los derechos que venían gozando en primer momento como colonos ingleses al otro lado del Atlántico, acudiendo a la fundamentación iusnaturalista cuando la Corona y el Parlamento no revirtieron las cargas arbitrarias.
Podemos colegir que en ambas experiencias —inglesa y norteamericana— se trata de apelar al retorno y al mantenimiento de los derechos respectivamente, es decir se presentaron como modelos históricos que reivindicaban unos derechos en concreto, para una sociedad específica, frente a la pretensión racional, universal, y abstracta de la Declaración gala. Así pues, siguiendo a Passerin D’Entrevés, autor que parte  del preámbulo de la Declaración para afirmar como elementos característicos de esta teoría moderna de los derechos naturales al racionalismo, al individualismo y al radicalismo, aludiendo por el primero la comprensión de los derechos naturales como unos principios sencillos e indiscutibles; en tanto que, por el segundo, la idea de unos derechos naturales e inalienables pertenecientes a los hombres en general; entendiendo por el  último elemento, la vinculación del respeto a los derechos por parte del poder público.
En el carácter contractualista de la Declaración se puede observar la influencia del pensamiento de Locke —influencia que conforme a lo sostenido hasta el momento fue clave en el modelo norteamericano de derechos—,que se expresa desde la enunciación de que el objetivo de la asociación política producto del contrato es:[…] la conservación de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre, artículo dos de la Declaración, como también en la formulación contenida en el Preámbulo, la misma que dice que los derechos aparecen como el límite a la actuación del poder legislativo y ejecutivo, aparecen por tal razón como disposiciones enraizadas en criterios pactistas, puesto que, la obra lockeana persigue justificar el tránsito del Estado de Naturaleza a la Sociedad Política a través de un convenio para “juntarse e integrarse en una comunidad destinada a permitirles una vida cómoda, segura y pacífica de unos con otros, en el disfrute tranquilo de sus bienes propios, y una salvaguardia mayor contra cualquiera que no pertenezca a esa comunidad. Siendo a la vez por tanto, el fin del contrato el establecer límites al poder, así como proceder a su justificación, puesto que, este último es creado por aquel, por ello la obediencia es el resultado del acatamiento del contrato, perdiendo los gobernantes el deber de obediencia cuando no cumplen con las finalidades establecidas en el referido contrato.
De ahí que lo dicho se encuentre recogido en los artículos tres y seis de la Declaración francesa de 1789, el primero de los cuales establece el principio fundamental del Estado moderno, es decir que la soberanía radica en la nación, y por tanto que ninguna autoridad pueda ejercer poder alguno si no es por y en nombre del pueblo. En tanto que, el segundo de los artículos consagra a la ley como expresión de la voluntad general, destacando el derecho de todos los ciudadanos a participar sea de manera directa o indirecta en su formación, estableciendo asimismo que debe ser igual para todos ya sea cuando protege, o cuando castiga —el conocido principio de generalidad—, prescribiendo además que todos los ciudadanos son iguales ante la ley —principio de igualdad—, el mismo que se encuentra también recogido en el artículo uno del documento que dice: “Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las distinciones sociales no pueden fundarse más que en la utilidad común”.
Por su lado, el artículo diez de la Declaración dispone que nadie podrá ser molestado por sus opiniones incluidas las religiosas, y es por tanto el diseño de protección de la libertad religiosa, cuestión que comparte con el modelo norteamericano de derechos, puesto que como ya lo hemos dicho, uno de los pilares sobre el que se edifica el modelo estadounidense, es precisamente la libertad religiosa, no se debe olvidar que muchos de los colonos salían de Inglaterra por la intolerancia religiosa que se producía en la Isla en aquellos momentos, situación que se vio reflejada en el artículo uno de la Enmienda de 1791 del texto Constitucional Federal, el carácter laico y la libertad religiosa de los Estados Unidos de Norteamérica. Es decir, en los dos modelos se observa la impronta del iusnaturalismo racionalista, que atribuyó una especial importancia a la tolerancia religiosa, puesto que el modelo moderno de derecho natural, como ya lo hemos dicho, responde a una ética secularizada.
Más adelante la disposición número 16 de la Declaración se muestra como el corazón del modelo francés, al expresar: “Toda sociedad que no asegura la garantía de los derechos, ni determina la separación de los poderes, no tiene Constitución”, lo que significa que los derechos y libertades son el fin de la organización política llamada Estado, estableciendo también la importancia de que el poder se encuentre dividido, de tal suerte que se precautele los derechos individuales, es decir, la conocida idea de dividir el poder con el fin de proteger los derechos, evitando por tanto que no sea uno solo el que haga y aplique la ley, como ocurría a la usanza absolutista. De ahí que aparezca entonces por primera vez la división en parte dogmática y orgánica de la Constitución. Precisamente, es esta finalidad de limitar el poder político para garantizar los derechos y las libertades ciudadanas, uno más de los rasgos que comparte la Declaración francesa con sus predecesoras tanto del continente europeo, como en Estados Unidos, puesto que el fin en cuestión fue recogido tanto por el modelo inglés de derechos, como por el norteamericano, es decir, se llega a una misma meta: la preservación de los derechos individuales, pero por distintas vías.
La función que le correspondió a la Declaración dentro del sistema político francés del siglo XVIII, para Ricardo García puede ser observada desde tres perspectivas: una función crítica, una función legitimadora y una función constitutiva.
La primera de estas se muestra como denuncia, al poner en evidencia la arbitrariedad e injusticia del Ancien Régime; en tanto que la segunda tiene dos fines: por un lado está presentar a la Asamblea como corporación constituyente legítima, puesto que carecía de carácter legal y por ello no podía vincular al rey con sus mandatos y, por otro lado está la justificación misma de la gesta revolucionaria, tomando como punto de partida la no disponibilidad de los derechos naturales. Entre tanto, la tercera perspectiva (la constitutiva) es la más importante para García, puesto que la Declaración contiene en sí misma un programa legislativo extenso, que va desde la remisión a la ley para el desarrollo de los derechos, hasta convertirse en un antecedente valioso de la Constitución que se aprobará en 1791, ya que será situada aquella como el preámbulo de la Carta, por tanto la Declaración posee categoría constitucional al incluir los derechos y los principios que organizan el poder político.
Para finalizar, podemos señalar como elemento característico de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano la capacidad de traducir en derecho objetivo lo que se encontraba en el ámbito de las especulaciones morales y filosóficas. De ahí que, según Tocqueville, “los franceses hicieron en 1789 el mayor esfuerzo realizado jamás por pueblo alguno para cortar, por así decirlo, su destino en dos partes y separar por un abismo lo que hasta entonces habían sido de lo que querían ser en adelante.”
CONCLUCION 
Luego del repaso histórico que hemos realizado en las líneas que nos preceden, podemos llegar a sostener que los planteamientos teóricos que se incorporaron en dichas declaraciones fueron evolucionando desde una visión iusnaturalista hasta engarzar con los postulados liberales, propios de la burguesía en ascenso, o dicho en otros términos, el tránsito del antiguo iusnaturalismo al derecho natural secularizado moderno que funda unos derechos naturales, que al ser acogidos por la burguesía se convierten en una suerte de visión liberal de los derechos. Esto es descrito de modo bastante claro por Francisco López Cámara: El iusnaturalismo debe ser considerado hoy como una de las posiciones  filosóficas más acordes con las inquietudes de la burguesía en aquella época de transición hacia el industrialismo.
La teoría moderna de los derechos naturales venía a refrendar, esta vez sobre bases filosófico-jurídicas, la necesidad histórica de una clase para la cual la propiedad, el trabajo y la ambición personal constituyen los verdaderos engranajes de la vida social. Pero, además, permitía justificar la resistencia política y económica a la administración absolutista que pretendía asegurar sus recursos financieros a base de recargos fiscales sobre el comercio y la manufactura. Para ello se apeló nuevamente a la doctrina del contrato social, con la cual trató de resolverse el complicado problema de la soberanía… el iusnaturalismo podía verse como la filosofía social y política más coherente con los intereses del buen burgués.
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